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ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Por omisión de vigilancia y protección de la población civil / HURTO DE SEMOVIENTES POR GRUPOS AL MARGEN DE LA LEY - Por falla del servicio / HURTO DE SEMOVIENTES - Por falla del servicio de vigilancia y protección del Estado / RIESGO EXCEPCIONAL - Alta presencia de grupos guerrilleros. Grave situación de orden público / RIESGO EXTRAORDINARIO - Se acreditó el conocimiento previo de amenazas abigeato que demandaba intervención especial de las entidades demandadas / DAÑO ANTIJURÍDICO - Pérdida de semovientes 
Está suficientemente acreditado que el señor  Habib Nader perdió 230 reses de su propiedad; se conoce que al tiempo de la celebración del contrato de arrendamiento del inmueble Camagüey conocía de la amenaza, en cuanto el 14 de agosto de 1997 el señor Alberto Mejía, entonces propietario, elevó solicitud ante la Personería delegada para los Derechos Humanos del Aguachica, aunado, a la grave situación de orden público que se vivía en el sector. (…) De suerte que, entre los días 27 y 28 de diciembre de 1998, era de esperar la vigilancia de la Nación-Ejército y Policía Nacional en el sector. Esto a tiempo de que insurgentes identificados como miembros del Ejército de Liberación Nacional -ELN- se presentaron al predio, se mantuvieron en el mismo por varias horas y bajo amenazas se llevaron el ganado que pastaba en el lugar, además de incinerar parcialmente la construcción.

CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO - Especial situación de orden público en el departamento de Bolívar y el Magdalena medio / ESPECIAL SITUACIÓN DE ORDEN PÚBLICO - Por presencia continua de grupos armados al margen de la ley dada su ubicación estratégica 

El municipio de Regidor se encuentra localizado al sur de Bolívar, colinda al norte con El Peñón, al sur con el municipio de Rio Viejo, al oriente con el departamento del Cesar, río Magdalena de por medio y al occidente con el municipio de San Martín de Loba, esto es en la zona conocida como el Magdalena Medio, territorio de especial situación de orden público por la  presencia continua de grupos armados al margen de la ley, en razón del cultivo y producción de sustancias ilícitos en el sur de Bolívar, la explotación minera ilegal –oro- en la Serranía de San Lucas y la conducción de petróleo por el rio Magdalena hacia el norte del país.  Dada su ubicación estratégica, se trata de una zona de particular sensibilidad por la concurrencia de grupos guerrilleros y paramilitares. Se conoce que hace presencia el Frente 24–Bloque del Magdalena Medio perteneciente a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC-, el frente José Solano Sepúlveda del Ejército de Liberación Nacional –ELN- y el Bloque Central Bolívar, frente Sur de Bolívar de las Autodefensas Unidas de Colombia -AUC-. Así lo evidencian los informes e investigaciones de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, sobre la situación del conflicto armado interno en el departamento de Bolívar y el Magdalena medio. 

MENSAJES DE DATOS - Admisión como medios de prueba. Fundamento normativo / INFORMES E INVESTIGACIONES DE ORGANIZACIONES GUBERNAMENTALES Y NO GUBERNAMENTALES - Valor probatorio
En atención a lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley 527 de 1999 y con miras a evidenciar la realidad con apoyo en los medios tecnológicos resulta válido hacer uso de informes y estudios de instituciones públicas y privadas de amplio respaldo, como se ha resuelto en decisiones precedentes en relación con la información obtenida de internet. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la fuerza probatoria de informes, estudios e investigaciones de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, consultar sentencia de 16 de agosto de 2007, Exp. 25000-32-25-000-2004-00992-01 AP; y auto de 6 de diciembre de 2012, Exp. 45679, CP. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.
FUENTE FORMAL: LEY 527 DE 1999 - ARTÍCULO 10
SEGURIDAD PERSONAL - Se encuentra garantizada por fundamentos constitucionales que imponen el deber de protección de entidades del Estado / DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO - Garantía real de los derechos e intereses de las personas / TEORÍA DE LA RELATIVIDAD DEL SERVICIO- El Estado debe estar todo en cuanto esté a su alcance 
La Sala recuerda que, el deber de seguridad contenido en el inciso segundo del artículo 2 de la Constitución impone a las “[l]as autoridades de la República” el deber de “proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”. (…) De acuerdo con los mandatos constitucionales esbozados, las autoridades públicas están en el deber de defender a todos los residentes en el país y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. De tal manera que, siempre es de esperar de su parte, cuando menos una actitud tendiente a reprender. Esto es así porque el Estado debe utilizar todos los medios y proveer los que, acorde con las circunstancias, requiere para lograr que el respeto a la vida y demás derechos e intereses de las personas sea una realidad. Pues se trata de que las autoridades no se limiten a una protección puramente formal. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la teoría de relatividad del servicio, consultar sentencia de 15 de febrero de 1996, Exp. 9940, CP. Jesús María Carrillo Ballesteros
FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 2

PROPIEDAD SOBRE SEMOVIENTES - Certificados de vacunación del ganado / INSTITUTO COLOMBIANO AGROPECUARIO - Encargada de adoptar medidas de control sanitario / CERTIFICADO DE VACUNACIÓN DEL GANADO - Medio idóneo para acreditar pedida de bovinos
Se echa de menos la inclusión al proceso de los certificados de vacunación del ganado expedidos por el Instituto Colombiano Agropecuario –ICA- , que siendo la entidad del orden nacional encargada de adoptar las medidas necesarias para “hacer efectivo el control de la sanidad animal y vegetal y la prevención de riesgos biológicos y químicos” y en atención a la declaratoria de “interés social nacional y como prioridad sanitaria la erradicación de la Fiebre Aftosa en todo el territorio colombiano” a través de la Ley 395 de 1997, estableció medidas de control sanitario para el ganado bovino para el año 1998. Certificados que sin ser la única posibilidad probatoria del demandante, se requieren para adquirir certeza sobre la  cuantía del perjuicio ocasionado. 

FUENTE FORMAL: DECRETO 2141 DEL 31 DE DICIEMBRE DE 1992 - LEY 395 DE 1997

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por daños ocasionados por grupos armados al margen de la ley / FALLA DEL SERVICIO DE SEGURIDAD A LAS PERSONAS - Por omitir deber de prestar seguridad a población civil / FALLA DEL SERVICIO POR FALTA DE SEGURIDAD A LA POBLACIÓN CIVIL - Casos en los que es procedente invocar responsabilidad de la Administración / FALLA DEL SERVICIO POR FALTA DE PROTECCIÓN DE PERSONAS Y SUS BIENES - Deber de solicitar refuerzos institucionales o interinstitucionales necesarios para suplir deficiencias de seguridad
La Sala debe nuevamente señalar que, circunstancias como las que acreditan los hechos, en los que la necesidad de protección se evidencia, las autoridades no pueden excusarse en que carecen de medios para auxiliar a la población, porque de ser así, la sola falencia da lugar a la responsabilidad; pues no se comprende la falta de respuesta a la razón misma de su existencia, esto es si las autoridades se constituyen para proteger a la población civil, no es dable admitir la excusa fundada en que están en la imposibilidad de hacerlo. Lo que es lo mismo, la falta de  capacidad física, logística y operativa no le resulta oponible al asociado que solicita ayuda y se encuentra imposibilitado de gestionar los recursos para que las fuerzas del orden actúen, en tanto la delincuencia goza de los elementos para infringir la Constitución y la ley. En eventos como este, los uniformados tenían la obligación de solicitar los refuerzos institucionales o interinstitucionales necesarios para suplir las deficiencias. 

TEORÍA DE LA RELATIVIDAD DEL SERVICIO - No pedir más de lo posible. Deber general de protección / TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL - Procedencia cuando se está ante amenazas concretas o peligros individualizables / DERECHO PROTECCIÓN DEL ESTADO - Por riesgos de nivel extraordinario / NIVEL DE RIESGO EXTRAORDINARIO - Otorga derecho a recibir protección especial de las autoridades
Si bien es cierto que el Ejército Nacional no se encuentra en capacidad de proporcionar para cada ciudadano o para cada bien que pudiera resultar vulnerado un agente o vigilancia especial, con el objeto de contrarrestar los actos delictivos de la delincuencia organizada, ello es así frente al deber general de protección, no de cara a amenazas concretas y peligros individualizables como el que afrontaban los ocupantes de la finca Camagüey, los que exigían de las autoridades actuar, en orden a conjurar la conocida amenaza.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA EJÉRCITO NACIONAL - Existente al acreditarse omisión del deber de vigilancia y protección / FALLA DEL SERVICIO DE PROTECCIÓN Y SEGURIDAD DEL ESTADO - Se evidenció omisión en el deber positivo de protección de bienes expuestos a riesgo de nivel extraordinario / FALLA DEL SERVICIO DE PROTECCIÓN Y SEGURIDAD POR RIESGO EXCEPCIONAL - Procede su reconocimiento por evidenciarse la amenaza fue informado anticipadamente / RIESGO EXTRAORDINARIO - Especial situación de seguridad del sector era de conocimiento previo de la administración / RIESGO EXTRAORDINARIO - Asumido por la victima al emprender actividad ganadera en zona de amenaza de abigeato / ASUNCIÓN DEL RIESGO - Reducción del quantum indemnizatorio en 50%

Se revocará la sentencia impugnada en cuanto se encuentra demostrada la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional por su falta de iniciativa de protección, dado la información previa a los hechos, aunada a  la situación de la zona y al apoyo que la entidad demandada recibió de la víctima, lo que de suyo puso a los residentes del inmueble en grave riesgo que, además de ser conocido por la Nación esta fue advertida. (…) no obstante la amenaza de abigeato, práctica utilizada para el financiamiento de los grupos armados ilegales, el señor Habib Nader emprendió la actividad ganadera, esto es asumió el riesgo, lo que comporta que deberá compartir el daño en un 50%.

PERJUICIOS MATERIALES - Daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Pérdida de semovientes / INDEMNIZACIÓN DE DAÑO EMERGENTE - Condena en abstracto
Para dar alcance a la condena en abstracto, es importante señalar que se hace necesario establecer el valor unitario de las 230, para lo cual se requiere conocer la raza y condición de los semovientes hurtados al señor señor Walter Alonso Habib Nader, los días 27 y 28 de diciembre de 1998. Siendo así, en incidente separado que deberá promover el interesado dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de notificación del auto que ordene cumplir lo dispuesto por el superior y en los precisos términos previstos en el artículo 307 del C. de P.C., deberán cuantificarse los perjuicios materiales causados. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 307

PERJUICIOS MATERIALES - Lucro cesante / LUCRO CESANTE - Lo deja de producir por pérdida de semovientes / INDEMNIZACIÓN DE LUCRO CESANTE - Por el promedio mensual de explotación por cada unidad de los vacunos perdidos durante seis meses / INDEMNIZACIÓN DE LUCRO CESANTE - Tasación
En lo que tiene que ver con el lucro cesante, se tendrá en cuenta, durante un período no superior de seis meses, el promedio mensual de explotación por cada unidad de los vacunos perdidos, comparado con los que se obtenga a nivel promedio en la misma región, para lo cual se podría acudir a la Federación Nacional de Ganaderos o a la entidad que ejerza como tal en la zona de influencia. Lo anterior, dentro del marco de los documentos contables que demuestren las actividades económicas y su resultado. Es de advertir que el término de los seis meses responde a una postura unificada de la Sala, dirigida a imponer a las víctimas un término perentorio en el que habrán de actuar con diligencia, para mitigar el daño, en condiciones ordinarias, a menos que las circunstancias probadas den lugar a considerar plazo diferente. Mismas que no se advierten en el sub lite  pues, si bien la actora solicita la indemnización por el tiempo trascurrido entre el hecho dañino y la presentación de la demanda, no justifica su pretensión.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B
Consejera ponente: STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Bogotá, D. C., dos (2) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 13001-23-31-000-2001-00950-01(30642) 

Actor: WALTER ALONSO HABIB NADER 
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL Y OTRO 
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia proferida el 8 de febrero de 2005, por el Tribunal Administrativo de Bolívar, que denegó las pretensiones de la demanda.   

I. ANTECEDENTES

1. Pretensiones

El 15 de diciembre de 2000, en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, por conducto de apoderado judicial, el señor Walter Alonso Habib Nader presentó demanda contra la Nación-Ministerio de Defensa-Policía y Ejército Nacional con base en las siguientes pretensiones (f. 150-167 c. 1): 

“Primera: que se declare a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional le es imputable a título de daño especial, el perjuicio consistente en el hurto, por parte de un grupo subversivo de cuatrocientas (400) unidades de ganado bovino de que fue víctima el señor WALTER ALONSO HABIB NADER, en hechos ocurridos el 28 de diciembre de 1998 en la finca el “Camagüey” ubicado (sic) en el municipio de Regidor, departamento de Bolívar.

Segunda: Que como consecuencia de la anterior declaración se condene a la Nación-Ministerio de Defensa, a pagar al señor WALTER ALONSO HABIB NADER las siguientes sumas:

a) Daño Emergente - valor de la reses hurtadas………...$365’614.000

b) Lucro Cesante:



Año de 1998………………………………...………...$151’048.000



Año de 1999………………………………………..…..$52’825.000



Año 2000…………….…………………..……………..$58’454.000


TOTAL daño hasta Dic. 2000………………..……………....$627’941.085

Tercera: Que se ordene que las sumas correspondientes al valor del ganado hurtado y al lucro cesante establecido hasta diciembre 31 del año 2000, deberán ser actualizadas monetariamente hasta la fecha de ejecutoria del fallo.

Cuarta: Que se ordene a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional que cumpla las previsiones de los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo”.

2. Fundamentos de hecho

La situación fáctica que sustenta las pretensiones se resume a continuación (f.151-153 c. 1):

2.1 El señor Walter Alonso Habib Nader arrendaba la finca Camagüey, ubicada en el municipio de Regidor, departamento de Bolívar, lugar en el que estableció un negocio de doble propósito compra y venta de ganado y producción lechera. Además,  brindaba alimentación y atención veterinaria. 

2.2 Entre el 27 y 28 de diciembre de 1998, se presentó en la finca Camagüey una columna del grupo armado ilegal Ejército de Liberación Nacional -ELN, compuesta aproximadamente por 150 hombres, que se llevó la totalidad del ganado -400 bovinos- hacia una población cercana.

El ganado hurtado  estaba compuesto por 170 hembras de propiedad del señor Robinson Parada  y 230 de propiedad del demandante.

2.3  Antes de la ocurrencia de los hechos, quien fuera propietario de la finca Camagüey, el señor Alberto Mejía Baena, puso en conocimiento de la Personería delegada para los Derechos Humanos del municipio de Aguachica las amenazas recibidas del Ejército de Liberación Nacional –ELN, en razón a que, en varias ocasiones, tanto efectivos del Ejército Nacional, como de grupos de autodefensas pernoctaron en su predio.

2.4 El señor Walter Alonso Habib Nader manifestó que realizó gestiones ante la fuerza pública con el fin de recuperar el ganado perdido.

3. Oposición a la demanda

3.1 La Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional se opuso a las pretensiones de la demanda. Formuló el hecho de un tercero como causal de exoneración de responsabilidad,  fundado en que “el robo de las 400 reses que alega haber sufrido el demandante es imputable de forma directa al grupo subversivo autodenominado Ejército de Liberación Nacional -ELN-“.

De igual forma sostiene que no tenían conocimiento de las amenazas sufridas por el actor y que, no encontraron antecedentes de denuncias sobre extorsión o vacunas ni solicitudes de protección especial a las Fuerzas Armadas (f.179-182 c.1).

3.2 Por su lado, el apoderado de la Policía Nacional propuso la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, puesto que en la demanda no se determina cuál es la falla del servicio en que incurrió la institución. Además, manifestó que en este caso se presentan como causales de exoneración de la responsabilidad el hecho de un tercero  y la fuerza mayor (f.188-193 c. 1).

 4. Alegatos de conclusión

4.1 La parte demandante reitera los argumentos expuestos en la demanda, en el sentido de afirmar que el hurto fue una consecuencia del conflicto armado y la desprotección en que lo mantuvo el Estado, del que por lo menos se espera la vigilancia. 

En el mismo escrito,  el actor allega una estimación del daño actualizada a mayo de 2003,  suma que asciende a mil sesenta y dos millones ochocientos ochenta y ocho mil cuatrocientos dos pesos con quince centavos ($1.062’888.402, 15) (f.232-240 c.1).

4.2 La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional se ratificó en la excepción de falta de legitimidad en la causa por pasiva. Así mismo, resaltó que no se demostró que el actor solicitó protección especial a la Policía Nacional (f.241-245 c.1).

5. Ministerio Público

La Procuraduría 22 Judicial delegada ante el Tribunal Administrativo de Bolívar indicó que la omisión atribuida a las fuerzas militares debía ser plenamente establecida y que, las pruebas obrantes en el plenario no dan cuenta de que  el demandante haya solicitado vigilancia o protección ante un inminente ataque a su integridad física o bienes. Además, afirmó que debía tenerse en cuenta que  el Estado colombiano no está provisto de la logística adecuada para atender oportunamente a todos los ciudadanos (f.247-251 c.1).   

6. Sentencia recurrida

Mediante sentencia del 8 de febrero de 2005, el a quo negó las pretensiones (f.253-260 c.ppal). Para el efecto sostuvo:

“En el caso que nos ocupa se tiene que el Ejército Nacional prestó el servicio vigilancia, a juicio de la Sala de la manera adecuada, es decir que cuando les avisaban de la posibilidad de ser visitados por los grupos armados el Ejército se hacía presente, lo cual constituye una prestación del servicio de vigilancia, sobretodo en el área rural  que por su extensión es imposible exigir del Estado colombiano una vigilancia permanente de todos y cada uno de los ciudadanos y de cada uno de los predios rurales del país.

El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez, en sentencia de 3 de febrero de 2000, se refiere al tema que nos ocupa de la siguiente forma:

“FALLA DEL SERVICIO – Principio de relatividad de la falla del servicio

La Sala de tiempo atrás ha dicho que la falla del servicio ha sido, en nuestro derecho, y continúa siendo, el título jurídico de imputación por excelencia para desencadenar la obligación indemnizatoria del Estado; en efecto, si al Juez Administrativo le compete –por principio- una labor de control de la acción administrativa del Estado y si la falla del servicio tiene el contenido final del incumplimiento de una obligación a su cargo, no hay duda que es ella el mecanismo más idóneo para asentar la responsabilidad patrimonial de naturaleza extracontractual. También ha sostenido que el mandato que impone la Carta Política en el artículo 2º. Inc. 2, de que las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en sus vidas, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades…, “debe entenderse dentro de lo que normalmente se le puede exigir a la administración en el cumplimiento de sus obligaciones o dentro de lo que razonablemente se espera que hubiese sido su actuación o intervención acorde con las circunstancias tales como la disposición del personal, medios a su alcance, capacidad de maniobra, etc , para atender eficazmente la prestación del servicio en que en un momento dado se requiera”. Es que las obligaciones que son a cargo del Estado – y por lo tanto la falla del servicio que constituye su transgresión-, han de mirarse en concreto, frente al caso particular que se juzga, tomando en cuenta las circunstancias que rodearon la producción del daño que se reclama, su mayor o menor previsibilidad y los medios de que disponían las autoridades para contrarrestarlo. Se le exige al Estado la utilización adecuada de todos los medios de que está provisto, en orden a cumplir con el cometido constitucional en el caso concreto; si el daño se produce por su incuria en el empleo de dichos medios, surgirá su obligación resarcitoria; si el daño ocurre, pese a su diligencia, no podrá quedar comprometida su responsabilidad. Este marco conceptual que se conoce como el principio de la relatividad de la falla del servicio”. Sección Tercera, Exp. 14787, Ponente: Dr. Alier Hernández Enríquez, Actor: Flavio Ojeda Visbal”.

En relación con la supuesta falta de auxilio una vez cometido el ilícito del hurto del ganado de propiedad del demandante, sobre lo cual existen en el proceso diferentes comunicaciones a diferentes autoridades como lo fueron las enviadas al comandante de la Quinta Brigada, al Ministro de Agricultura, al Ministro de Defensa, al Comandante de la Segunda Brigada, al Comandante de la Policía de La Gloria, Cesar, etc., estas fueron enviadas [sic] el día siguiente del siniestro a su destino cuando los autores del ilícito tenían que estar muy lejos del sitio de donde fueron hurtadas por lo que la recuperación del ganado era muy difícil de realizar, razón por la cual no se puede deducir responsabilidad alguna de estas autoridades en la supuesta omisión de rescate de las reses hurtadas” (f. 259-260 c.ppal.).

7. Recurso de apelación

Inconforme con la decisión, la parte actora interpone recurso de apelación para que se revoque la decisión de primera instancia y en su lugar se accedan a las pretensiones. Sostuvo que es evidente que el hurto del ganado ocurrido en la finca Camagüey se dio por la omisión del Estado en brindar de manera  adecuada el servicio de vigilancia y seguridad, dado que el Ejército Nacional no atendió las advertencias sobre las amenazas que recibió del ELN.

Agrega que el Ejército Nacional, con ocasión de las labores que adelantó en la zona, se alojó durante varios días en la finca Camagüey, hecho que puso en alerta a los grupos guerrilleros, entre ellos el Ejército de Liberación Nacional -ELN-, convirtiendo el lugar en objetivo militar. Así las cosas, pese a las solicitudes para que el Ejército no abandonara el lugar por temor a ser objeto de ataques guerrilleros, el ruego de los residentes del inmueble fue desatendido.

Aunado a lo anterior, una vez ocurrido el robo del ganado, a pesar de las comunicaciones enviadas a las diversas autoridades para que se realicen labores de búsqueda y recuperación, no se obtuvo respuesta. 

Con respecto a la excepción propuesta por el Ejército Nacional, esto es, el hecho del tercero, señaló que no hay lugar a declararla dado que la situación que se presentó era previsible, en razón de la situación de orden público presente en la zona, además de las varias advertencias que se realizaron (f.270-277 c.1).

8.  Trámite en segunda instancia

Mediante auto del 15 de julio de 2005, se admitió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, a través de apoderado, contra la sentencia del 8 de febrero anterior proferida por el Tribunal Administrativo de Bolívar (f. 281 c.1). Por auto del 21 de octubre de 2005 se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que, si lo consideraba pertinente, rindiera concepto de fondo (f.283 c.1). Las partes y el Ministerio Público guardaron silencio. 

La Sala, dado que no se vislumbra causal de nulidad que invalide lo actuado, procede a resolver de fondo el asunto.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia 

La Sala es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de primera instancia, dado que la cuantía de las pretensiones alcanza la exigida en vigencia del artículo 132 de Decreto 01 de 1984, subrogado por el Decreto 597 de 1988
, para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tenga vocación de segunda instancia ante esta Corporación.

2. Problema jurídico

Procede la Sala a determinar si la Nación-Policía y el Ejército Nacional estaban obligados a brindar la protección y amparo que el señor Walter Alonso Habib Nader reclama y si, en razón de dichas omisiones, las entidades convocadas a la litis están llamadas a responder por los hechos que se refiere la demanda.

Igualmente debe considerarse si se advierten causales que total o parcialmente exoneren a la demandada.

3. Hechos probados
De conformidad con las pruebas aportadas al plenario, se tienen probados los siguientes hechos relevantes para resolver la controversia: 

3.1 El 14 de agosto de 1997, señor Alberto Mejía Bahena – de quien se afirma es el anterior propietario del predio- puso en conocimiento de la Personería Delegada para los Derechos Humanos del municipio Aguachica (Cesar), de las amenazas recibidas de grupos armados al margen de la ley, sobre su vida y sus bienes:

“(…) he venido manteniendo mi finca en explotación económica en agricultura y ganadería, la finca llamada CAMAGÜEY ubicada en jurisdicción del municipio de del Regidor, sur del departamento de Bolívar, aproximadamente a mediados del mes de mayo del presente año llegó un grupo paramilitar a mi finca compuesto aproximadamente por 40 hombres y se quedaron en mi finca cerca de 10 días, y dijeron necesitamos la finca, después se fueron ellos y luego el Ejército, compuesto por 40 o 50 hombres aproximadamente y se instalaron en la finca y hasta la fecha de hoy 14 de agosto de 1997, aún se encuentran en mi finca. A raíz de esto la guerrilla ha mandado gente amenazando al pueblo y a todas las fincas circunvecinas por alojar a esos grupos armados tratando de identificarnos como cómplices o colaboradores directos de ellos y como tales somos objetivos militares, por eso tuve que retirarme de la finca donde residía y me instalé en Aguachica. Situación que me ha ocasionado muchos perjuicios morales y económicos. Lo que yo quiero es que me aclaren si en caso de que la guerrilla me destruir mis las instalaciones [sic] y matar o llevarse el ganado, como ya ha ocurrido con otras fincas donde ha habido presencia del Ejército y de Paramilitares. En este caso quien me respondería por tales bienes ya que es la única fuente de ingresos que yo poseo  y me reconoce en la región como una persona de buenas costumbres y como un ciudadano neutral en este conflicto en el que solo la población civil es la que sufre. Yo lo que quiero es que me saque de esta incertidumbre en que estoy y se me aclare sobre la posibilidad que pueda tener yo para resarcir los perjuicios que se me puedan ocasionar por la presencia de las fuerzas militares en mi finca. Al tiempo fue interrogado así: PREGUNTADO: diga si tiene algo más que agregar a la presente. CONTESTÓ: que temo por mi seguridad personal, por mi vida (…)
”

3.2 El 7 de octubre de 1997, los señores George Mikhael Skaff Yunes y Walter Alonso Habib Nader suscribieron contrato de arrendamiento sobre la finca rural ya referida (f.2 c.1): 

 “ entre los suscritos a saber: George Mikhael Skaff Yunes mayor de edad, con domicilio en Barranquilla, identificado tal como aparece al pie de su firma, y quien en el presente contrato se denominará ARRENDADOR, Y Walter Alonso Habib Nader, también mayor de edad, con domicilio en Barranquilla, identificado con la cédula de ciudadanía tal como aparece al pie de su firma y quien en el presente se denominará el ARRENDATARIO, hemos suscrito un contrato de Arrendamiento de una finca rural de nombre “CAMAGÜEY”, ubicada en el municipio del REGIDOR en el departamento de Bolívar, con una cabida superficial de 460 hectáreas aproximadamente con los siguientes linderos. AL NORTE: linda con la hacienda “SAN MARTÍN” y predios de ALBERTO URREGO; AL SUR linda con la carretera que de Regidor conduce a Papayal; AL ESTE: linda con la hacienda “LA FE”; y al OESTE: linda con el pueblo el REGIDOR.// El precio o valor de canon de arriendo, se establece en la suma de CIEN MIL PESOS MENSUALES ($100.000). // El arrendatario se compromete a darle buen uso  a la finca y sólo podrá explotarla para el apastaje de sus semovientes, ganado vacuno. //El término de duración del presente contrato será de un año a partir de la fecha de su firma, y este se renovará automáticamente por un período de un año más a menos de las partes de común acuerdo decidan darlo por terminado”.

3.3 El 15 de mayo de 1998, el alcalde del municipio de La Gloria, Cesar, registró el hierro o sello quemador que identifica los semovientes de propiedad del ganadero Walter Alonso Habib Nader (f. 96 c.1).

3.4 En la finca El Camagüey, el señor Walter Alonso Habib Nader desarrolló actividades ganaderas, de ello dan cuenta los testimonios de los señores Javier Francisco Yamin y Lizett María Rojas Rovira, comerciantes de ganado quienes manifestaron (f. 121 y 122 c.1):

“conozco de vista, trato y comunicación desde hace más de veinte (20) años, al señor WALTER HABIB NADER, de profesión GANADERO y de ése conocimiento directo que de él tengo, puedo manifestar que es descendiente de familia tradicionalmente GANADERA y que desde la misma época en que lo conocí viene ejerciendo la actividad ganadera en el campo de la cría y de la compra y venta a título personal y de manera asociada. De igual manera manifiesto, que todo lo anteriormente me consta, porque en reiteradas ocasiones me ha asesorado en la cría y compraventa de ganado. De otra parte también soy conocedor de un amplio programa que él llevó a cabo en el municipio de Urumita–La Guajira concretamente en la hacienda “LAS MARÍAS” programa este, que trataba de la Cría y Nutrición de ganado e inseminación artificial
”

“Conozco personalmente al señor Walter Habib N. desde hace más de doce años. Inicialmente fue una relación social, ya que teníamos muchos amigos en común y posteriormente debido a la afinidad de nuestros negocios se estrechó esa relación hasta llegar a tener relaciones comerciales exitosas. (…) no realizó trabajos profesionales para mí, pero si le conocí los trabajos profesionales que realizó a personas como Rodrigo Dangond en la Guajira. (…) me consta que el señor Walter Habib viene ejerciendo la actividad ganadera desde veinte años atrás, ya que personalmente fui a conocer los adelantos tecnológicos que estaba implementando en la finca “La Esperanza” en Remolino, Magdalena de propiedad de la familia Habib, e igualmente en la finca “La María” de propiedad del Dr. Rodrigo Dangond L. en la Guajira. (…) el señor WALTER HABIB NADER no sólo se dedica a la cría, sino también al negocio de compraventa de cabezas de ganado y al negocio de ganado en compañía (…)

3.5 Que el día 27 de diciembre de 1998, a la finca Camagüey se presentó un grupo armado identificado como el Ejército de Liberación Nacional –ELN-, que en el transcurso de la noche y la madrugada el 28 de diciembre del mismo año, bajo amenazas y agresiones físicas, robaron el ganado que se encontraba en el inmueble. Así se evidencia de los testimonios rendidos por los señores Luis Carlos Oro Sierra -administrador de la finca
- y los señores José Alberto Rojas Castañeda –trabajador de la finca- y José Elías Jiménez Jiménez –vecino-: 

“el día 27 de diciembre del 98 penetró un grupo armando a la Hacienda el Camagüey identificado como “Los Elenos”, llegaron y me llamaron a las 10:30 de la noche para que le regalara agua y comida. Me levanté y los atendí y los miré desde arriba del balcón y pensé que era el Ejército, me dijeron que les diera agua y después de que les diera agua se identificaron que eran de “Los Elenos”, que les regalara comida y queso. Después empezaron a recoger lo que era las sillas, implementos de vaquería, empezaron a ensillar las bestias y mandaron a unos uniformados a la vuelta a echar las bestias al corral. Después, cuando ya ensillaron las bestias me dijeron que iban a recoger el ganado de la finca porque se lo iban a llevar. Pasaron ahí las nueve de la noche, las diez de la noche [sic], me encerraron en un cuarto con la mujer mía y ellos se fueron a recoger esos ganados, pasaron toda la noche recogiendo los ganados en el potrero. A mí me investigaban, me preguntaban que el patrón mío por qué no hacía presencia en la finca, que por qué el Ejército permanecía en la finca, porque el Ejército siempre ha llegado allá. Aquí el Ejército llega porque aquí hay agua buena, en el pueblo ellos no se abastecen de agua. También me preguntaron aquí llegan grupos de autodefensa, yo le dije que no conozco grupos de autodefensa, yo he conocido el Ejército que ha llegado siempre aquí. De ahí amaneció el día 28 a las 5 de la mañana mandaron un pelotón de la guerrilla a llevar el ganado vía Papayal, porque el ganado lo encerraron la mayoría en el corral y el resto lo recogieron en el potrero porque la carretera colinda con la salida hacia Papayal. Ya eso fue el día 28, ya se quedaron ahí hasta las 12 menos cuarto del día 28, se fueron unos con el ganado y otros se quedaron en la casa. A mí me mantuvieron encerrado todo ese tiempo que ellos hicieron su allanamiento en la finca. A las 12 menos cuarto del mismo día 28 comenzaron a tirarle gasolina a la casa de balcón, a la casa grande, yo estaba sentado con mi mujer en la cama, nos encerraron sin comer y sin beber todo ese tiempo, me quitaron mis pertenencias, una plata que tenía, $700.000.oo en efectivo y a esa misma hora comenzaron a regar gasolina a la casa. Cuando le regaron gasolina me agarró un tipo de esos por el brazo y nos empujó a la mujer y a mí para afuera para que no nos fuéramos a prender, porque estábamos bañados de gasolina, porque cuando tiraban gasolina nos tiraban a nosotros también. Después que quemaron la casa cogieron camino hacia Papayal. Papayal es un corregimiento de Barranca de Loba. De ahí me fui yo para el pueblo, llegué a Telecom, ellos habían dañado Telecom, lo habían bloqueado, pasé a La Gloria en una chalupa, llegué a la Policía y formulé una denuncia en la Policía. (…) el día 27 que llegó la guerrilla allá, el Ejército tenía 4 días que había salido de la finca, y se le informó al comandante que estaba al frente del pelotón que no nos dejaran solos porque había rumores de que la guerrilla estaba en la finca muy cercana y el comandante dijo ese es el mismo cuento, cada vez que salimos nosotros llega la guerrilla, venimos nosotros no hay guerrilla y entonces a él se le informó la situación de ese estilo. Porque siempre que ellos salían al siguiente día se metía la guerrilla. Eso lo sabe en el pueblo todo el mundo. Cuando ellos se llevaron los ganados ellos tenían información con la Policía que estaba obligada a rescatar el ganado porque yo había puesto la denuncia. Tuve información que el Ejército estaba en “La Mata” y se les mandó a avisar. Allá no hubo presencia de nadie ni el 30 ni el 31. El 31 me vine para Barranquilla y regresé el día 6 de enero del 99. Ya ahí si encontré el Ejército que estaba otra vez en Camagüey y ahí se tomó información que el ganado lo tenían en Norosí y se le comunicó al Ejército, pues no hubo una voluntad de parte de ellos para rescatar el ganado, y así eso quedó allí (…)
”   

“Eso fue el 28 de diciembre del 98 cuando llegó un grupo subversivo a la Finca Camagüey y luego llegaron a la finca pidiendo que necesitaban llegando llevarse el ganado [sic], que se lo iban a llevar, comenzaron a recoger las bestias, ensillaron y allí comenzaron a encerrar el ganado y partieron y se fueron, halaron el ganado eso fue temprano en la mañana, se quedó un grupo todavía allí en la finca en la tarde, se quedaron ahí y al punto del medio día, más o menos a las 11 del día procedieron a quemar la casa de balcón, quemaron la báscula, estuvieron por allí hasta la horas de la tarde, ya en la tarde se marcharon, siendo el primer grupo con el ganado adelante
”

“yo ese día estaba en una finca vecina a la finca Camagüey, que se llama Casita Blanca, eran aproximadamente de 6 a 7 de la mañana ahí llegó un primo mío ese día en esa misma hora y me dijo que soltáramos un ganado que teníamos encerrado porque estábamos ordeñando, porque la guerrilla se había llevado un ganado de la finca Camagüey, no vi nada, no presencié los hechos me enteré fue así como ya dije, luego cuando quemaron la casa yo estaba en el pueblo de Regidor y se ahí se veía la humarada de la quema de la casa el primo mío que me dijo se llama SILFREDO JIMÉNEZ
” 
Es de advertir que si bien los testimonios rendidos por el administrador y el trabajador de la finca podrían ser tachados como sospechosos dada la relación de subordinación con el demandante, con el análisis en conjunto con los demás medios de prueba -testimonio de vecinos de la zona y denuncia instaurada en la estación de Policía- y la compleja situación de orden público presente en la zona, a la versiones allegadas al proceso se les otorga plena validez probatoria.

3.6 El 28 de diciembre de 1998, el señor Luis Carlos de Oro Sierra, a las 4:30 de la tarde, instauró denuncia penal contra el Ejército de Liberación Nacional -ELN- por hurto agravado, ante el Comando de la Estación de Policía de La Gloria, por los hechos que se transcriben a continuación (f.124 c.1):

“Para el día 27-12-98, a las 10:00 horas de la noche, se presentó una columna subversiva a la Hacienda CAMAGÜEY, la cual yo administro, me tocaron la puerta, y me llamaron diciéndome que no me pasaría nada, cuando yo les abrí la puerta ellos me llevaron a la cocina de la otra casa, para que les diera agua, ellos me dejaron en la cocina con mi esposa y el señor FRANCISCO CÁRDENAS, trabajador de la Hacienda, y luego ellos dentraron [sic] a la pieza donde yo dormía y requisaron todo, luego de esto me volvieron a dejar donde me encontraba durmiendo con mi señora y el señor FRANCISCO, diciendo que no saliéramos hasta que ellos dieran la orden, a la media hora llamaron a FRANCISCO, para que les echara las bestias, ya que recogerían todo el ganado para llevárselo, el señor FRANCISCO lo regresaron a la pieza donde me encontraba yo, diciendo que no salieran hasta nueva orden, al día siguiente como a las 11:00 un grupo de ellos, se presentó con unas canecas de gasolina, en esos momentos ellos me dijeron que saliera y recogiera sus ropas y pertenencias personales, ya que ellos prenderían fuego a la casa, cuando ellos le están prendiendo gasolina a la casa ellos me dijeron que esta acción la hacían porque el patrón mío financiaba grupos paramilitares, luego de esto yo me fui para el pueblo regidor y ellos se marcharon(…) PREGUNTADO: manifieste al despacho, si usted tiene el conocimiento del lugar que actualmente tiene el ganado hurtado: ellos se lo llevaron con rumbo la vía Papayal, de resto no se más (…)
”.

3.7  Que el administrador de la finca obtuvo información sobre el posible destino del ganado y realizó actuaciones con miras a la recuperación del mismo, según lo describe en su testimonio rendido en proceso (f. 216-220 c. 1): 

“(...) diga el declarante si usted le informó al comandante del Ejército cuando llegó a la finca Camagüey donde se encontraba ubicado el ganado hurtado. CONTESTÓ: yo de acuerdo a las informaciones que tuve de muchas comunidades y amigos que tenía por ahí, tuve información que el ganado se encontraba en Norosi, y apenas me percaté del caso le informé al comandante del Ejército que ya estaba nuevamente en Camagüey, y él  me informó que tenía que coordinar con los superiores y hasta que no hubiera la orden de los superiores no podría actuar. (...) PREGUNTADO: diga el declarante si después del hurto del ganado usted ha tenido contacto con ese grupo que hurtó el mismo. CONTESTÓ: si, a los 4 meses me citó ese grupo guerrillero a Norosi, y yo inmediatamente llamé al señor WALTER HABIB y le informé de dicha citación y me dijo que subiera allá a ver qué querían ellos y hablara con ellos para ver qué eran lo que querían (sic) para ver si entregaban el ganado, y yo subí a Norosi. Cuando llegué allá había cualquier cantidad de guerrilla, pero bastantes, unos 600 había, y ahí había gente haciendo cola pero para hablar con el comandante, cuando a mí me tocó el turno el tipo me mandó a entregar a mí y me dijo el tipo eso que si yo era el señor LUÍS CARLOS DE ORO administrador de Camagüey y yo le dije que sí. Y su patrón a dónde está, porque no vino, porque mi patrón no pudo venir y me mandó a mí para ver que se puede hacer, con la cosa del ganado y  me habló en esos términos, don Luis Carlos, usted no sabe que esa hacienda Camagüey pertenece a una jurisdicción que tenemos aquí nosotros en el sur de Bolívar y que los intereses atrasados, que no nos han pagado los intereses y yo le dije, mi comandante cuáles son los intereses de Camagüey, Camagüey está debiendo una platica, no es mucho pero es una platica buena, unos 500 millones está debiendo, de manera que yo le entrego el ganado a su patrón cuando usted me traiga esos 500 millones de pesos, o si no que venga el mismo con la camioneta y la mujer que aquí se le hace una fiestica y un sancocho y no le va a pasar nada. Yo le dije mi comandante, Camagüey y el ganado que se trajeron no valen los 500 millones de pesos, yo vine a perder mi tiempo aquí. De ahí me vine para Regidor y no vine más por acá. El ganado se quedó allá. Ellos me comunicaron que el ganado estaba allí cerca, que si yo llevaba la plata allá estaba el ganado. PREGUNTADO: en la última parte de su declaración de que el ganado se encontraba cerca de donde estaba ubicada la columna guerrillera, le informó usted esto al Ejército y a la Policía Nacional. CONTESTÓ: si, cuando yo bajé de Norosi, inclusive el Ejército estaba en Camagüey, en la finca donde yo vivo, y yo les informé lo sucedido, le dije dónde estaba el ganado (...)
”.

3.8 Que el Ejército Nacional conoció de la frecuente incursión  de los grupos guerrillero al predio y de las amenazas que realizaron a los habitantes de la finca (fs. 216-220 c.1). 

“diga el testigo si con anterioridad a los hechos en mención, usted interpuso alguna denuncia penal por amenazas contra su vida o por informaciones de que se iba a robar el ganado de la finca donde usted trabajaba por parte de grupos al margen de la ley. CONTESTÓ: denuncia no puse, pero si le informé al Ejército de que la guerrilla estaba robando en esa región y que posiblemente se iba a llevar el ganado también. Al Ejército le informé de eso, que no nos dejaran solos que en cualquier momento se iban a llevar el ganado, fue cuando el comandante me comentó que cuando ellos llegaban la guerrilla salía, y cuando salía la guerrilla llegaba
”.

3.9 Mediante comunicaciones calendadas el 28 de diciembre de 1998, el demandante informó al Ministerio de Defensa, al Ministerio de Agricultura, a la Segunda y Quinta Brigada del Ejército Nacional, a la Policía Nacional, a la Fiscalía General de la Nación, y a FEDEGAN el ataque del grupo armado. (fls. 4, 7, 8, 11, 13, 15 y 33 c.1). 

3.10  Se conoce que los escritos fueron recibidos vía fax, por el Comando de la Segunda Brigada del Ejército Nacional aunque, de una parte, se puso de presente que las mismas no surtieron el curso normal y de otra que se tratada de hechos acontecidos en otra jurisdicción. Así: “en primer lugar porque el mencionado soldado Arrieta Narváez no entregó el documento a su destinatario y tampoco le dio el curso normal como es el de llevarlo para su registro en la oficina de correspondencia (…) en segundo lugar porque los hechos sucedieron en un municipio que no pertenece a la jurisdicción de la Segunda Brigada” (f. 127 c.1). Igualmente de FEDEGAN sostuvo haber “intercedido ante el Gobierno Nacional para que en cumplimiento de su responsabilidad constitucional proteja la vida, honra y bienes  de los colombiano” (f.129 c.1). Y de la Quinta Brigada del Ejército. A cuyo tenor se  “ordenó a la unidades acantonadas en el municipio de Morales (Bol), un sin número de retenes y patrullajes con el fin de recuperar las cabezas de ganado hurtadas, sin lograr hasta donde se tiene conocimiento, la ubicación de las mismas” (f.129 c.1); y del Ministerio de Defensa que aseguró “que se impartieron las instrucciones al Comando del Ejército y a la Dirección General de la Policía, para los fines pertinentes” (f.130 c.1). 

4. Juicio de responsabilidad

A partir de las circunstancias acreditadas de manera precedente, la Sala pasa a determinar si en el presente caso se pueden considerar estructurados los supuestos del artículo 90 constitucional, esto es daño antijurídico e imputación.

4.1 En el sub judice está acreditado que el señor Walter Alonso Habib Nader en calidad de tenedor de la finca El Camagüey, ubicada en el municipio de Regidor, en el departamento de Bolívar, desarrolló actividades de  explotación ganadera.

Se encuentra acreditado que, en medio de la tensa situación de orden público que para la época de que tratan los hechos se presentaba en la zona, concretamente el 14 de agosto de 1997, el señor Alberto Mejía Bahena elevó solicitud de información ante la Personería delegada para los Derechos Humanos del municipio de Aguachica, respecto a la protección sobre su vida y sus bienes objeto de amenazas por parte de grupos guerrilleros.

De igual forma, en atención al testimonio rendido por el administrador de la finca Camagüey y los vecinos del sector, es posible colegir que el Ejército Nacional, aunado a que pernoctaba en la finca y se abastecía de agua, tenía conocimiento de las incursiones de grupos guerrilleros y de sus amenazas contra la población.

De suerte que, entre los días 27 y 28 de diciembre de 1998, era de esperar la vigilancia de la Nación-Ejército y Policía Nacional en el sector. Esto a tiempo de que insurgentes identificados como miembros del Ejército de Liberación Nacional -ELN- se presentaron al predio, se mantuvieron en el mismo por varias horas y bajo amenazas se llevaron el ganado que pastaba en el lugar, además de incinerar parcialmente la construcción.

Los anteriores hechos fueron denunciados ante la Policía Nacional. Además, el demandante puso en conocimiento de las autoridades el hurto del ganado en cuanto fungía como arrendatario del inmueble,  tal como se evidenció con las comunicaciones enviadas al Ejército Nacional, la Policía, los Ministerio de Defensa y Agricultura, a la Fiscalía General de la Nación y a FEDEGAN, para que se adelanten las diligencias pertinentes con miras a la recuperación del ganado. 

4.2 Primeramente, es necesario destacar que el municipio de Regidor se encuentra localizado al sur de Bolívar, colinda al norte con El Peñón, al sur con el municipio de Rio Viejo, al oriente con el departamento del Cesar, río Magdalena de por medio y al occidente con el municipio de San Martín de Loba, esto es en la zona conocida como el Magdalena Medio, territorio de especial situación de orden público por la  presencia continua de grupos armados al margen de la ley, en razón del cultivo y producción de sustancias ilícitos en el sur de Bolívar, la explotación minera ilegal –oro- en la Serranía de San Lucas y la conducción de petróleo por el rio Magdalena hacia el norte del país. 

Dada su ubicación estratégica, se trata de una zona de particular sensibilidad por la concurrencia de grupos guerrilleros y paramilitares. Se conoce que hace presencia el Frente 24–Bloque del Magdalena Medio perteneciente a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC-, el frente José Solano Sepúlveda del Ejército de Liberación Nacional –ELN- y el Bloque Central Bolívar, frente Sur de Bolívar de las Autodefensas Unidas de Colombia -AUC- 
.

Así lo evidencian los informes e investigaciones de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, sobre la situación del conflicto armado interno en el departamento de Bolívar y el Magdalena medio. Concretamente el documento “Panorama actual de Bolívar” levantado por el Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Vicepresidencia de la República, en el que explica y estudia los factores de violencia en la región. De esa manera de ilustra el accionar de los grupos alzados en armas: 

“Las rupturas en la confrontación en Bolívar corresponden a la irrupción de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) en el departamento en 1997 y, de otra parte, a la ofensiva del Estado, emprendida a partir de 2002, para lograr la consolidación del orden público en los municipios afectados por el accionar de los grupos por fuera de la ley. 

Hacia comienzos de 1997, las AUC hicieron su aparición en el sur de Bolívar, persiguiendo y asesinando a civiles en los municipios donde la guerrilla contaba con una presencia de vieja data. 

Por su parte, la guerrilla reaccionó, intimidando a otro sector de la población que creía cercano a los grupos de autodefensa y saboteando el proceso de elección de representantes a los gobiernos locales en el mes de octubre de ese año. La situación de desplazamiento, parálisis económica, caos administrativo y crisis de gobernabilidad generada por las presiones y agresiones de los grupos armados fue el rasgo predominante en ese momento. 

(…)

El valor estratégico del sur de Bolívar está determinado geográficamente por la Serranía de San Lucas; y por el acceso que desde allí se logra al río Magdalena, el oriente del departamento de Antioquia y la costa Atlántica. Así mismo, la geografía de la zona concede ventajas a la guerrilla, por cuanto permite el repliegue en los momentos en que busca sustraerse del alcance de las fuerzas que se encuentran a la ofensiva o lanzar ataques relámpago desde sus estribaciones antes de emprender la huida. Políticamente, el sur de Bolívar durante varios años ha sido objeto de la influencia guerrillera, cobrando así una fuerte representación para los actores armados. Económicamente, el predominio de una economía ilegal basada en el cultivo de coca representa importantes recursos tanto para las guerrillas como para autodefensas; también existe en la zona un tipo de economía extractiva que gira alrededor de la explotación minera, especialmente el oro; y por último, la producción ganadera y de caña adquieren peso para la economía regional. En el momento actual, en las zonas rurales cercanas a la Serranía de San Lucas se mantiene una presencia activa por parte de la guerrilla, que se ha visto en la necesidad de concentrarse en esta región debido a la presión constante de la Fuerza Pública.
”
En el mismo documento, se presentan gráficos en los que se discriminan las acciones violentas de los grupos guerrilleros y paramilitares para la época comprendida entre 1998 y 2004, lo que da cuenta de los frecuentes hostigamientos a la población y los enfrentamientos entre los grupos guerrilleros, paramilitares y el Ejército Nacional:
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Semejante situación se refleja en el estudio “Monografía político electoral del departamento de Bolívar 1997-2007
”, elaborado  por la Misión de Observación Electoral –MOE-, Corporación Nuevo Arcoíris en la que se hace un recuento de los actores armados que delinquen en la zona y los efectos sobre la población civil, en el texto se lee: 

“El departamento de Bolívar tiene una especial importancia geográfica por tener escenarios como los Montes de María, al norte, la Serranía de San Lucas, hacia el centro, y el sur de Bolívar, que hace parte de la subregión denominada Magdalena Medio (que comparte con Cesar, Santander, Cundinamarca, Caldas, Antioquia y Boyacá). Se encuentra en un punto estratégico del país. Tiene como vecinos a siete departamentos: Atlántico, Antioquia, Cesar, Córdoba, Magdalena, Santander y Sucre. 

Cada uno de los grupos armados al margen de la ley ha intentado controlar Bolívar en sus diferentes puntos geográficos, por cuanto se presenta como una fuente de recursos para su supervivencia, con zonas altas y planas, y corredores de movilidad, como los ríos San Jorge y Magdalena, que se constituyen en una importante salida de la coca producida hacia la costa caribe. En el periodo que se va a considerar, 1997-2007, sobresalieron tres actores armados ilegales, los paramilitares, las Farc y el ELN. Las guerrillas han hecho presencia en el departamento desde la década de 1970, mientras que las autodefensas desde la de 1980, y han buscado fortalecerse desde finales de la década de 1990”.

En lo ateniente a los efectos sobre la población civil, el estudio muestra que durante el periodo comprendido entre los años 1997-2007, “más de 70% de la población de Bolívar estuvo expuesta al riesgo que representaron los grupos armados no estatales”, lo que significó el incremento en los enfrentamientos y disputas por el dominio territorial. Esto conllevó a que, gradualmente, la población quedara más expuesta a los peligros inherentes al conflicto, además que dificultó al Estado para brindar adecuada protección. En el cuadro que a continuación se relaciona se observa la situación relativa al riesgo al que estuvieron sometidos los habitantes del departamento de Bolívar, en razón de la presencia de grupos armados en su territorio. A los que se suma, en el sub lite la costumbre del Ejército de pernoctar en el inmueble Camagüey:
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Por su parte, el documento “Panorama actual del Magdalena Medio” elaborado por el Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Vicepresidencia de la República, pone de presente una situación semejante a la relatada en precedencia, referida al periodo 1990-2000, en la publicación se lee: 

“Sur de Bolívar

La lucha por el control de los cultivos de coca en San Pablo, Simití y Cantagallo explica en buena medida la confrontación entre las autodefensas y las guerrillas del ELN, las FARC y el ERP en los últimos años. A lo anterior hay que sumarle la ubicación estratégica de la serranía de San Lucas, que tradicionalmente ha controlado la guerrilla no solamente por las múltiples explotaciones de oro que han fortalecido sus finanzas, sino porque a partir de ella incursiona fácilmente en zonas planas de los departamentos de Antioquia, Córdoba, Sucre, Bolívar, Cesar y Santander, escenarios de economías agroindustriales y ganaderas. En los cuatro primeros meses se registraron confrontaciones directas entre autodefensas y guerrillas en el Valle del Río Cimitarra en los municipios de Cantagallo, San Pablo y Yondó (Antioquia) y se han producido intensos operativos militares que han agravado la situación de los habitantes de la zona.

(…)

El sur de Bolívar es una región que presenta amplias dificultades a la hora de hacer los análisis pues se caracteriza por un enorme subregistro en los homicidios, asesinatos y las confrontaciones directas entre autodefensas y guerrillas, y es por ello necesario acudir a las crónicas y otras fuentes indirectas para reconstruir lo que ocurrió. Es factible por ello afirmar que en no pocos municipios hay una correlación entre la intensidad de la violencia y el no registro, situación que de por sí es significativa pero que en algunos casos es muy difícil de probar14. No obstante que los indicadores dicen muy poco, resulta de gran interés presentarlos para intentar algunas explicaciones a partir de la poca evidencia disponible.

El sur de Bolívar alberga aproximadamente el 21% de la población y solo registró el 2.8% de los homicidios según la policía entre 1990 - 2000, situación que a todas luces no corresponde con la realidad. Lo anterior se corrobora cuando se observa que su tasa de homicidios permaneció entre 1990 y 1999 por debajo de 10, un nivel muy inferior al promedio nacional, y que se dispara sólo en 1999 pero sin llegar si quiera a la mitad del promedio del país. La mayoría de sus municipios no registra un solo homicidio en la década y tan sólo de San Pablo, San Martín de Loba, Santa Rosa, Morales, Simití  y Achí se cuenta con algunas estadísticas que en su mayoría corresponden a 1999 y 2000. No obstante, es factible neutralizar esta falencia acudiendo a otras fuentes. La base de datos de la Oficina de Paz indica que en la década de los noventa y en la mitad de 2000 ocurrieron 137 asesinatos de impacto que representaron un 6.4% del total de los ocurridos en la región, pero al respecto es interesante anotar que 105, es decir el 74.6%, sucedieron después de 1998, año que marca la intensificación de la violencia. La revista Noche y Niebla arroja un indicador aún más preocupante que corrobora el anterior pues entre enero de 1998 y junio de 2000 ocurrieron 218 que representan el 22.6% de los ocurridos en el conjunto de la región estudiada, proporción algo superior a su participación en términos de población; esto sin tener en cuenta al menos 35 desaparecidos en el mismo período”.

Información proveniente de frentes oficiales da cuenta dela situación así: 

COMPARATIVO ENTRE TASA DE SECUESTROS Y TASA DE HOMICIDIOS EN EL SUR DE BOLIVAR
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Procesado: Observatorio del Programa Presidencial para los Derechos Humanos y DIH, Vicpresidencia de la República


Finalmente, del estudio realizado, el Observatorio concluye que “[e]l incremento inusitado del homicidio es síntoma de la incursión de las autodefensas en un espacio determinado así como de la resistencia que ejerce la guerrilla para evitar que las primeras penetren. En no pocas veces el nivel de la violencia es muy intenso hasta el punto que los registros se alteran y no expresan lo que ocurre en la realidad, como es el caso de muchos de los municipios del sur de Bolívar, Yondó y Barrancabermeja en los últimos años. Fueron muy críticos por haber ocurrido asesinatos de impacto a manos de estructuras organizadas, al tiempo que hay subregistro en las estadísticas de homicidio, además de San Pablo (hasta 1998), los municipios de Altos del Rosario, Arenal, Barranco de Loba, Cantagallo, El Peñón, Margarita, Montecristo, Morales, Regidor, Simití y San Martín de Loba, afectados en lo esencial por importantes incursiones de las autodefensas y por respuestas de las guerrillas entre 1997 y 2000
”.

Es de advertir que, en atención a lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley 527 de 1999
 y con miras a evidenciar la realidad con apoyo en los medios tecnológicos resulta válido hacer uso de informes y estudios de instituciones públicas y privadas de amplio respaldo
, como se ha resuelto en decisiones precedentes en relación con la información obtenida de internet
. 

4.3 Ahora bien, en el sub lite tanto la Policía Nacional y el Ejército Nacional, señalaron  que no es dable atribuirles responsabilidad deprecada, por tratarse de hechos atribuibles a grupos alzados en armas, aunado a que se echa de menos una solicitud previa de protección por parte del actor. Además, desconocen información que con antelación suministró el propietario ya que da cuenta de amenazas contra el predio Camagüey, sus residentes, bienes y pertenencias. Es decir, la demandada no desconoce el daño, empero funda su defensa en la imputación en cuanto no advierte prueba fehaciente sobre falencias en la prestación del servicio.

4.4 Al respecto, la Sala recuerda que, el deber de seguridad contenido en el inciso segundo del artículo 2 de la Constitución impone a las “[l]as autoridades de la República” el deber de “proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”. Además, el artículo 6 ibídem señala que los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

De acuerdo con los mandatos constitucionales esbozados, las autoridades públicas están en el deber de defender a todos los residentes en el país y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. De tal manera que, siempre es de esperar de su parte, cuando menos una actitud tendiente a reprender. Esto es así porque el Estado debe utilizar todos los medios y proveer los que, acorde con las circunstancias, requiere para lograr que el respeto a la vida y demás derechos e intereses de las personas sea una realidad. Pues se trata de que las autoridades no se limiten a una protección puramente formal
. 

Es que con relación a los daños a la vida o bienes de las personas como los denunciados por el actor, la Sala ha reiterado que le son imputables al Estado, cuando tales detrimentos se hubieran podido evitar si aquél hubiera adoptado las medidas acordes con los deberes constitucionales de garantía y protección, contenido y alcance que se habrá de determinar de acuerdo con la reacción y capacidad dispuesta, atendiendo las circunstancias particulares.

4.5 En primer lugar, es menester advertir que el daño alegado por el actor se encuentra debidamente acreditado, toda vez que tanto los testimonios aportados al proceso –administrador, trabajadores y vecinos del predio-, como la denuncia ante la estación de Policía del municipio de La Gloria y el contexto del sector, dan cuenta del ataque perpetrado por el grupo guerrillero y de la sustracción del ganado. 

Ahora, en lo atinente a la cuantía del perjuicio, se tiene que el demandante aportó facturas y documentos en los que consta la venta y compra de cabezas de ganado (f. 35-94 c.1),  lo que si bien demuestra su oficio como comerciante en la actividad, no revela de forma palmaria la cantidad, el estado, la raza,  ni la permanencia en el predio de las reses que alega perdidas.

Del mismo modo, se echa de menos la inclusión al proceso de los certificados de vacunación del ganado expedidos por el Instituto Colombiano Agropecuario –ICA- , que siendo la entidad del orden nacional encargada de adoptar las medidas necesarias para “hacer efectivo el control de la sanidad animal y vegetal y la prevención de riesgos biológicos y químicos
” y en atención a la declaratoria de “interés social nacional y como prioridad sanitaria la erradicación de la Fiebre Aftosa en todo el territorio colombiano
” a través de la Ley 395 de 1997, estableció medidas de control sanitario para el ganado bovino para el año 1998. Certificados que sin ser la única posibilidad probatoria del demandante, se requieren para adquirir certeza sobre la  cuantía del perjuicio ocasionado. 

Es así como el Instituto Nacional Agropecuario, mediante resolución  1779 de 1998, entre las medidas de control sanitario ordenadas para erradicar la Fiebre Aftosa, dispuso la vacunación obligatoria en todo el territorio nacional para la especie bovina, la que debía realizarse ante los organismos autorizados para tal fin. Por tanto, el registro de vacunación o el registro del predio de que trata la normativa mencionada
 resultan pertinentes para acreditar la cuantía de la pérdida alegada.

Además, se conoce, porque así se afirma en la demanda, que de las 400 reses perdidas 170 hembras pertenecían al señor Robinson Parada, ajeno a la litis.

Es de advertir que aunque en el acervo probatorio reposa material fotográfico -f. 135-149 c.1-, del que se afirma corresponde a las vestigios tras el ataque del grupo armado, en el que observa instalaciones quemadas y escombros, las que sometidas a contradicción no fueron objetadas, nada aportan para efectos del daño, en cuanto las pretensiones se circunscribieron al hurto de ganado.  

4.6 Ahora, se tiene que el administrador de la finca –Luis Carlos Oro Sierra- advirtió a los miembros del Ejército Nacional que visitaron el predio días antes de la ocurrencia del hurto del ganado, sobre la incursión de grupos guerrilleros en la finca y las amenazas recibidas en razón del alojamiento del personal del Ejército Nacional en el predio en varias oportunidades. De donde no es dable sostener que las demandadas ignoraban el riesgo particular que corrían sus residentes, acrecentado por las condiciones geográficas y de orden público del sector. 

Es de anotar que, si bien de esta última información no se cuenta con memoria escrita, ello no obsta para que se considere, dado que la difícil situación de orden público que por la época se vivía en el sur de Bolívar y concretamente en el municipio de Regidor, explica el temor de sus habitantes a poner en evidencia sus solicitudes de apoyo a las autoridades.  De manera que la manifestación elevada por el señor Oro Sierra en cuanto coincidente con el acervo probatorio, se considera y permite echar de menos las medidas necesarias para garantizar la protección de la vida y los bienes de los residentes del inmueble. 

La Sala debe nuevamente señalar que, circunstancias como las que acreditan los hechos, en los que la necesidad de protección se evidencia, las autoridades no pueden excusarse en que carecen de medios para auxiliar a la población, porque de ser así, la sola falencia da lugar a la responsabilidad; pues no se comprende la falta de respuesta a la razón misma de su existencia, esto es si las autoridades se constituyen para proteger a la población civil, no es dable admitir la excusa fundada en que están en la imposibilidad de hacerlo. Lo que es lo mismo, la falta de  capacidad física, logística y operativa no le resulta oponible al asociado que solicita ayuda y se encuentra imposibilitado de gestionar los recursos para que las fuerzas del orden actúen, en tanto la delincuencia goza de los elementos para infringir la Constitución y la ley. En eventos como este, los uniformados tenían la obligación de solicitar los refuerzos institucionales o interinstitucionales necesarios para suplir las deficiencias. Más cuando las acciones de las entidades encargadas de brindar seguridad y protección a la población, concurrieron para propiciar el estado de indefensión, tal como lo develan los hechos.

En este punto vale destacar que las demandadas no negaron que pernoctaron repetidamente en la finca Camagüey y tampoco desconocieron que conocían las amenazas por este hecho. Es más, dada la confrontación es lógico suponer que quien presta ayuda al bando contrario no puede sino esperar represalias. Echa de menos en consecuencia la Sala la actitud de protección exigible al Ejército Nacional para los residentes en el predio Camagüey. 

Con todo, la solicitud elevado por el señor Oro Sierra ante la Personería delegada para los Derechos Humanos del Aguachica, los testimonios del administrador, trabajadores y vecinos de la finca, la visita de las Fuerzas Militares al sector,  así con la situación de orden público conocida en la zona, muestran coincidencia en la determinación del daño que se produjo al actor  por el hurto de  los semovientes que pastaban en la finca, por parte del grupo armado –Ejército de Liberación Nacional-. De donde la responsabilidad del Ejército Nacional se configura.

Adicionalmente, es necesario puntualizar que, el hecho de que el daño se haya originado en la conducta de un tercero no significa, necesariamente, la presencia de una causa extraña que exonere de responsabilidad a la Policía  o al Ejército Nacional, particularmente, cuando, como en el sub lite, el Ejército, de alguna manera incrementó el riesgo, tenía conocimiento del peligro y omitió intervenir para evitarlo o cuando menos mitigarlo. 

Para la Sala el deber principal del Estado de velar por la vida de los asociados y la integridad personal y patrimonial de los mismos, se hace mayor cuando, como en este caso, se genera la inseguridad con plena conciencia del peligro y no se actúa en consecuencia. 

Si bien es cierto que el Ejército Nacional no se encuentra en capacidad de proporcionar para cada ciudadano o para cada bien que pudiera resultar vulnerado un agente o vigilancia especial, con el objeto de contrarrestar los actos delictivos de la delincuencia organizada, ello es así frente al deber general de protección, no de cara a amenazas concretas y peligros individualizables como el que afrontaban los ocupantes de la finca Camagüey, los que exigían de las autoridades actuar, en orden a conjurar la conocida amenaza.

4.7 Sin embargo, a la par que está suficientemente acreditado que el señor  Habib Nader perdió 230 reses de su propiedad; se conoce que al tiempo de la celebración del contrato de arrendamiento del inmueble Camagüey conocía de la amenaza, en cuanto el 14 de agosto de 1997 el señor Alberto Mejía, entonces propietario, elevó solicitud ante la Personería delegada para los Derechos Humanos del Aguachica, aunado, como quedó explicado, a la grave situación de orden público que se vivía en el sector. De donde es dable colegir que no obstante la amenaza de abigeato, práctica utilizada para el financiamiento de los grupos armados ilegales, el señor Habib Nader emprendió la actividad ganadera, esto es asumió el riesgo, lo que comporta que deberá compartir el daño en un 50%.

4.8 En lo que se refiere a la responsabilidad de la Policía Nacional, a diferencia del Ejército que pernoctó en el inmueble, en este aspecto nada puede reprocharse, por cuanto si bien se echa de menos su actuación después de la denuncia, al respecto nada se pretende. 

4.9 Finalmente, se echan de menos las actuaciones de la Personería delegada para los Derechos Humanos del Aguachica para atender la inquietud elevada por el dueño del predio, esto, por cuanto en el plenario no obran elementos que permitan deducir lo contrario, de lo que se concluye que la entidad no puso a disposición de las autoridades competentes la información recibida, como era de esperarse. Situación similar se presenta con la Fiscalía General de la Nación, de cuyo actuar tampoco figura prueba alguna, aunque igualmente,  el actor no reclamó la responsabilidad por sus posibles omisiones.

4.10 Así las cosas, se revocará la sentencia impugnada en cuanto se encuentra demostrada la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional por su falta de iniciativa de protección, dado la información previa a los hechos, aunada a  la situación de la zona y al apoyo que la entidad demandada recibió de la víctima, lo que de suyo puso a los residentes del inmueble en grave riesgo que, además de ser conocido por la Nación esta fue advertida.

5. Liquidación de perjuicios

Para dar alcance a la condena en abstracto, es importante señalar que se hace necesario establecer el valor unitario de las 230, para lo cual se requiere conocer la raza y condición de los semovientes hurtados al señor señor Walter Alonso Habib Nader, los días 27 y 28 de diciembre de 1998. Siendo así, en incidente separado que deberá promover el interesado dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de notificación del auto que ordene cumplir lo dispuesto por el superior y en los precisos términos previstos en el artículo 307 del C. de P.C., deberán cuantificarse los perjuicios materiales causados. 

Para el efecto, se tendrá en cuenta (i) el número de semovientes presentes en la finca “El Camagüey”, el 27 y 28 de diciembre de 1998 de propiedad del actor en un número máximo de 230, atendiendo los certificados de vacunación, documentos contables que el actor deberá demostrar dada su calidad de comerciante, al igual que las declaraciones de renta y los registros en la Cámara de Comercio del lugar el valor unitario promedio de los mismos para la época, atendiendo su raza, destinación y calidad. De no ser posible establecer el valor unitario, se considerará el precio medio de un animal destinado al objeto de su explotación en la zona y época en que ocurrió el ilícito.

En lo que tiene que ver con el lucro cesante, se tendrá en cuenta, durante un período no superior de seis meses, el promedio mensual de explotación por cada unidad de los vacunos perdidos, comparado con los que se obtenga a nivel promedio en la misma región, para lo cual se podría acudir a la Federación Nacional de Ganaderos o a la entidad que ejerza como tal en la zona de influencia. Lo anterior, dentro del marco de los documentos contables que demuestren las actividades económicas y su resultado.

Es de advertir que el término de los seis meses responde a una postura unificada de la Sala, dirigida a imponer a las víctimas un término perentorio en el que habrán de actuar con diligencia, para mitigar el daño, en condiciones ordinarias, a menos que las circunstancias probadas den lugar a considerar plazo diferente. Mismas que no se advierten en el sub lite  pues, si bien la actora solicita la indemnización por el tiempo trascurrido entre el hecho dañino y la presentación de la demanda, no justifica su pretensión.

Finalmente, se precisa que el valor que resulte de la condena en concreto no debe superar el 50% de lo pedido en la demanda a manera de perjuicios materiales, esto es $182’807.000 por daño emergente, por un número no superior de 230 reses y $313´970.542,5 de lucro cesante, siendo que el valor mensual no puede superar los seis meses como quedó dicho. Lo anterior sin perjuicio de la debida actualización.

6. Costas
No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia, en el trámite del proceso, actuación temeraria de las partes, condición exigida por el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo contenido en el Decreto Ley 01 de 1984, como fuera modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda a decretarlas. 

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E
PRIMERO: REVOCAR la sentencia de 8 de febrero de 2005, proferida por el Tribunal Administrativo de Bolívar, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

SEGUNDO: DECLARAR patrimonialmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional por los perjuicios materiales que sufrió el señor Walter Alonso Habib Nader en hechos ocurridos los días 27 y 28 de diciembre de 1998 en el municipio de Regidor, Bolívar.
TERCERO: CONDENAR en abstracto a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional a favor del señor Walter Alonso Habib Nader por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente y lucro cesante, por el 50% del daño, en los términos indicados en la parte considerativa de esta providencia. Este perjuicio deberá liquidarse mediante trámite incidental  de acuerdo a lo previsto en el artículo 178 del C.C.A. y 137 del C.P.C., el cual deberá promoverse por el interesado dentro de los 60 días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia.

CUARTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.
QUINTO: La demandada dará cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, dentro de los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A. 

Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

SEXTO: Todas las comunicaciones que se ordena hacer en esta sentencia serán libradas por el a quo.

En firme esta providencia, REMÍTASE el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Presidenta
RAMIRO PAZOS GUERRERO
Magistrado

DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrado

� Mediante providencia del 12 de febrero de 2001, adicionada por auto del 28 de marzo de 2001, se ordenó la notificación a la demandada (f. 170,173 c.1).


� El Ejército Nacional guardó silencio.





� La cuantía necesaria para acceder a la doble instancia ante esta Corporación se encuentra establecida en el artículo 132 de Decreto 01 de 1984, subrogado por el Decreto 597 de 1998. Teniendo en cuenta que la demanda fue presentada en el año 2000, la cifra que debía superarse era de $26’360.000 y la mayor de las pretensiones fue estimada por en $627.941.085, por concepto de perjuicios materiales (f. 151, c.1).


� Solicitud del señor Alberto Mejía Bahena a la Procuraduría Delegada para los Derechos Humanos municipio de Aguachica. (f.106 c.1)


� Declaración extrajudicial rendida por el señor Francisco Javier Yamin Daza, ante la Notaría Tercera del Círculo de Valledupar (f. 121 c.1).





� Declaración extrajudicial rendida por la señora Lizett María Rojas Rovira ante la Notaría única de Galapa. (f.122-123 c.1).





� El testimonio del trabajador de la finca, en razón a su relación de subordinación con el demandante podría considerarse sospechosos, no obstante la Sala los valorará de manera crítica y a la luz del conjunto de los medios de prueba que se allegaron al proceso. Además, dadas las condiciones en que se produjeron los hechos no se puede desconocer que se trató de testigo conocer de lo sucedido.


� Testimonio del señor Luis Carlos de Oro Sierra, administrador de la finca Camagüey. La diligencia se surtió ante el Tribunal Administrativo de Bolívar. (f.216-220 c.1)





� Testimonio del señor José Alberto Rojas Castañeda, trabajador de la finca Camagüey. La diligencia se surtió ante el Tribunal Administrativo de Bolívar.(f.221-223 c.1)





� Testimonio del señor José Elías Jiménez Jiménez, vecino de la finca Camagüey. Diligencia adelantada en el Juzgado Promiscuo Municipal Rioviejo, comisionado por el Tribunal Administrativo de Bolívar. (f.46 c.2)





� Denuncia del señor Luis Carlos de Oro Sierra presentada ante la Estación de Policía del municipio de La Gloria, el día 28 de diciembre de 1998.


�Testimonio del señor Luis Carlos de Oro Sierra, administrador de la finca Camagüey. La diligencia se surtió ante el Tribunal Administrativo de Bolívar. (f.216-220 c.1)





� Testimonio del señor Luis Carlos de Oro Sierra, administrador de la finca Camagüey. La diligencia se surtió ante el Tribunal Administrativo de Bolívar. (f.216-220 c.1)





� Panorama Actual de Bolívar. Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario de la Vicepresidencia de la República. United States Agency International Development –USAID-. Bogotá D. C. Octubre de 2015. En: http://historico.derechoshumanos.gov.co/Observatorio/Publicaciones/documents/2010/Estu_Regionales/bolivar05.pdf 


� Ibídem. 





� Misión de Observación Electoral.  Corporación Nuevo Arco Iris. Monografía Política Electoral departamento de Bolívar 1997 a 2007. Universidad de los Andes. Bogtá D.C. Consultado en: http://moe.org.co/home/doc/moe_mre/CD/PDF/bolivar.pdf 


� Vicepresidencia de la República de Colombia. Observatorio del Programa Presidencial de  Derechos Humanos y DIH. Panorama actual del Magdalena Medio. Publicación fondo de  inversiones para la paz. Consultado en: http://historico.derechoshumanos.gov.co/Observatorio/Publicaciones/documents/2010/Estu_Regionales/04_03_regiones/magdalenamedio/cap2.htm 





� Artículo 10 de Ley 527 de 1999. Los mensajes de datos serán admisibles como medios de prueba y su fuerza probatoria es la otorgada en las disposiciones del Capítulo VIII del Título XIII, Sección Tercera, Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil. En toda actuación administrativa o judicial, no se negará eficacia, validez o fuerza obligatoria y probatoria a todo tipo de información en forma de un mensaje de datos, por el sólo hecho que se trate de un mensaje de datos o en razón de no haber sido presentado en su forma original.





� Fundación Nuevo Arco Iris 





� Consejo de Estado Sección Tercera, Sentencia del 16 de agosto de 2007, expediente: AP-250003225000200400992 01 y auto de Sala Plena de la Sección Tercera de 6 de diciembre de 2012, expediente: 45679.





� “Se ha dicho que al Estado se le deben exigir los medios que corresponden a su realidad, haciendo caso omiso de las utopías y de la concepción ideal del Estado perfecto, omnipotente y omnipresente. A esto se ha llamado la teoría de la relatividad del servicio, a fin de no pedir más de lo posible, pero con la misma lógica debe concluirse que el Estado debe todo cuanto esté a su alcance”. Sentencia de esta Sección de 15 de febrero de 1996, exp: 9940.





� Decreto 2141 del 31 de diciembre de 1992. “Por el cual se reestructura el Instituto Colombiano Agropecuario”. // Artículo 3. Funciones. Son funciones del Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, las siguientes: // 12. Adoptar, de acuerdo con la ley, las medidas que sean necesarias para hacer efectivo el control de la sanidad animal y vegetal y la prevención de riesgos biológicos y químicos. –vigente para la época de los hechos-.





� Resolución 1779 del 3 de agosto de 1998, Instituto Colombiano Agropecuario –ICA-. “Art. 3. Se Establece la vacunación obligatoria para la especie bovina en todo el territorio nacional, exceptuando los departamentos de San Andrés y Providencia, Chocó, las áreas de Urabá y Occidente de Antioquia, por ser considerados libres de Fiebre Aftosa sin vacunación y aquellas que en el futuro, por estudios epidemiológicos, el ICA considere que no se deben vacunar”.





� Resolución 1779 del 3 de agosto de 1998, Instituto Colombiano Agropecuario –ICA-. “Art. 2 Toda persona natural o jurídica que sea propietaria o tenedor de un predio que se dedique a la producción ganadera, deberá registrar el predio donde se encuentren los animales, ante la oficina local del ICA más cercana a la finca, cumpliendo con los siguientes requisitos: // 2.1. Indicar ante el ICA la siguiente información://2.1.2. Nombre del predio o finca a registrar.// 2.1.3. Ubicación geográfica del predio o finca a registrar (Departamento, municipio, vereda). //2.1.4. Nombre y apellidos del propietario o tenedor del predio, cédula de ciudadanía o NIT, dirección y teléfono (fijo y celular).//2.1.5. Población animal en el predio a registrar: Número de animales por especie, sexo y categorías etaria. Esta información deberá ser actualizada permanentemente con ocasión de cualquier modificación del inventario, ya sea por nacimientos, ingresos o muertes. // 2.1.6. Hierro de propiedad registrado o identificación de los animales. // 2.1.7. Extensión del predio a registrar. // 


2.1.8. Registrar la firma del propietario o tenedor del predio y de la persona autorizada por este para solicitar la Guía Sanitaria de Movilización Interna (GSMI), adjuntando, en el caso de este último, fotocopia de la cédula de ciudadanía, al igual que los datos de domicilio y teléfono. // 2.2. Allegar el documento o prueba que acredite la propiedad, tenencia o posesión del predio. // A cada predio registrado, el ICA le asignará un número que estará constituido por el código del departamento, código del municipio y número consecutivo de hasta cinco (5) dígitos. // (...)”
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